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Introducción

La seguridad se ha convertido en un tema de transcendencia
regional en el continente sudamericano.  Los varios fenómenos y
expresiones reales de la inseguridad se presentan en una coyuntura
política que está influenciada por una preocupación generalizada
sobre nuevas amenazas y viejos peligros.  Sin embargo, en el sur
del continente, la percepción en la población se ha alejado del eje
de la preocupación predominante en los países andinos.  Así se lo
reconoce también en el análisis académico, que además, relaciona
las percepciones variadas con la existencia de diferentes modelos
políticos y de desarrollo.  

El conflicto colombiano, la lucha contra el cultivo y tráfico de
drogas y el rol de los Estados Unidos parecen ser menos relevantes
en los países del sur y en Brasil que las expectativas que se han
creado alrededor de eventuales actuaciones políticas de los gobiernos
en Venezuela, Bolivia o Ecuador.  Pero también la región andina,
con toda su diversidad de expresiones políticas y populares busca
un posicionamiento común frente a los últimos acontecimientos
políticos y a los desafíos cambiantes en términos de seguridad.  En
la actualidad no está claro si algunos de los pasos previos e impor-
tantes que fueron realizados para llegar a una política regional de
seguridad, como por ejemplo la “Carta Andina para la Paz y la Se-
guridad” u otros documentos de buena intención, van a tener una
profundización más operacional. Todavía, las declaraciones y posi-
ciones de los gobiernos en la región andina son demasiado contro-
vertidas y diferentes, en especial en lo que se refiere al conflicto co-
lombiano, sus orígenes y sus opciones para su limitación o solución. 

En estas circunstancias parece ser evidente que fuese necesario
profundizar aún más la discusión sobre seguridad en los diferentes
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PARTE II

Problemas de la seguridad 
subregional andina



Impactos del conflicto colombiano 
en la Región Andina

Francisco Leal Buitrago

La política hemisférica de Estados Unidos ha tenido durante lar-
go tiempo efectos generales sobre la región andina, aunque también
ha afectado a cada país de manera particular. La condición exclusi-
va de Estados Unidos de ser país hegemónico en un continente y la
soberanía limitada de los demás hace más efectiva esa política. La
visión prohibicionista estadounidense frente a las drogas cambió el
tratamiento dado a los países andinos por esa potencia, ya que des-
de los años noventa pasaron de ser socios menores a que se les apli-
cara una diplomacia coercitiva. La política prohibicionista contra
las drogas produjo dos efectos generales en la región al comenzar
el nuevo siglo: la percepción de Colombia como amenaza y la im-
posición de una política común contra las drogas. La vinculación de
los grupos guerrilleros con el problema de las drogas y la prolifera-
ción de organizaciones de narcotraficantes en Colombia aumenta-
ron la prevención de Estados Unidos. El Plan Colombia, diseñado
y financiado en buena parte por ese país, sirvió de base para que
Colombia apareciera ante los ojos de la comunidad internacional
como el mayor peligro para la seguridad regional. La militarización
de la ayuda externa para combatir las drogas generó la percepción
de que ese conflicto había adquirido mayores proporciones, afec-
tando a los países limítrofes.  

La política antidrogas aplicada en Colombia se regionalizó me-
diante el aumento del apoyo de Estados Unidos en 2001, bajo sus
propias directrices. El Plan Colombia se proyectó a través de la Ini-
ciativa Regional Andina, cuyo objetivo fue prevenir siembras de
coca en otros países. Tal regionalización se complementó con el
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en Ecuador.17 No contrarrestar la innegable presencia de las
FARC en Ecuador significa ignorar un frente clave en el combate
anti-narcóticos.  Además, una creciente presencia de efectivos ar-
mados de las FARC  en Ecuador terminaría por implantar la protec-
ción armada a cultivos de coca, por lo que es imprescindible negar
a las FARC el uso del territorio ecuatoriano.  

Conclusión

La generación de cadenas de valor trans-fronterizas vinculadas
al narcotráfico entre Colombia y sus vecinos ha sido una de los as-
pectos claves de la regionalización de la crisis colombiana.  Estas
cadenas de valor trans-fronterizas se deben no solo al ajuste de los
controles en Colombia, sino también a la concentración de las nar-
co-actividades en zonas fronterizas de Colombia y a la búsqueda de
ventajas comparativas y competitivas en el negocio del narcotráfi-
co.

Existen evidentes paralelismos en las respuestas de Venezuela y
Ecuador ante el funcionamiento de estas cadenas de valor trans-
fronterizas.  Ambos países eluden la cooperación anti-narcóticos
con Colombia y buscan limitar los ámbitos de cooperación anti-nar-
cóticos con EEUU.  La falta de cooperación frente a una amenaza
transnacional como el narcotráfico socava la lucha contra una ame-
naza que corroe las instituciones y capital social  y proyecta la som-
bra de las FARC más allá de Colombia.    
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17. Para la influencia de las FARC en territorio ecuatoriano en la frontera norte ver “Country
Reports on Terrorism”, 2006, www.state.gov/s/ct/rls/crt/c17689.htm



así que la utilización que hace la subversión de las actividades del
narcotráfico para financiarse establece su vinculación con el pro-
blema de las drogas. 

En los países andinos no hay visión de seguridad compartida
frente a las amenazas que se aprecian como comunes, no tanto por
las variadas percepciones de sus manifestaciones o por las diferen-
tes agendas nacionales, sino más bien por la incapacidad política de
los gobiernos de asumir agendas comunes. La tendencia de los paí-
ses andinos a participar en una política general contra las drogas y
su relación con el conflicto colombiano se origina en la capacidad
coercitiva de Estados Unidos. El vacío histórico de formulación, y
ante todo de aplicación, de políticas autónomas comunes ha sido
constante en la región andina, y la de seguridad no es la excepción.
La violencia política más conocida en la región es la derivada de las
actividades guerrilleras y paramilitares en Colombia, que atentan
contra el contexto social de ese país. Esta forma de violencia tiene
efectos colaterales variados en los países vecinos, que con frecuen-
cia han sido magnificados a partir de las percepciones de amenaza
derivadas del fenómeno. Con respecto a Venezuela, existen anti-
guos problemas fronterizos de violencia que han pasado por distin-
tas fases: desde la cooperación entre los organismos armados de los
dos países cerca de una década atrás, hasta bruscos altibajos poste-
riores en las relaciones binacionales. Tales altibajos se deben a los
cambios en la política internacional del presidente Chávez y a la
concepción de seguridad con énfasis militar del gobierno de Uribe.
En el presente año, las relaciones han tendido a estabilizarse, de
acuerdo con las ganancias políticas y económicas que perciben pa-
ra sí ambos gobiernos. 

Con relación a Ecuador, los problemas fronterizos de violencia
se agravaron a medida que se manifestó la desconfianza de los me-
dios de comunicación, la opinión pública y los militares ecuatoria-
nos, luego de que se trasladó el dispositivo militar de la frontera sur
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“Plan Andino de cooperación para la lucha contra las drogas ilíci-
tas y delitos conexos”, suscrito en ese mismo año, como supuesta
iniciativa autónoma de la región frente al problema de las drogas.
Este plan refleja las concepciones y directrices de Estados Unidos,
pues no ha habido avances adicionales a la participación andina en
las políticas impuestas por ese país. 

La amenaza que ven en Colombia sus vecinos y la regionaliza-
ción centralizada de la ayuda estadounidense fueron estimuladas
por los mismos países afectados. Al igual que Colombia, aceptaron
el tratamiento tutelado del problema de las drogas y no han articu-
lado políticas que ofrezcan alternativas. Pero esta inercia negativa
no es diferente de lo ocurrido con la falta de dinámica en otros cam-
pos multilaterales. Las antiguas y poco efectivas políticas tendien-
tes a la integración andina así lo atestiguan. Por otra parte, las cri-
sis internas de los países de la región han sido funcionales para fa-
cilitar la intervención de Estados Unidos en la región y sus gobier-
nos han sido cómplices de la política norteamericana contra el nar-
cotráfico. A instancias de esa potencia, los variados problemas de
seguridad de la región tienden a verse a través del narcotráfico. A
partir de 2001, Venezuela comenzó a distanciarse de los demás paí-
ses de la región con respecto a la aceptación de la política tutelada
estadounidense.

Luego de los sucesos del 11 de septiembre en Estados Unidos,
surgió la prioridad de ese país de calificar al terrorismo como ame-
naza principal para su seguridad, lo cual se proyectó a la región an-
dina. Estados Unidos aceptó luego la solicitud de levantar las res-
tricciones que tenían los recursos del Plan Colombia, relacionadas
con su uso directo y exclusivo en la represión a actividades deriva-
das del problema de las drogas, como son la fumigación a cultivos
de coca y amapola, y sobre todo las operaciones militares de apoyo
a esta actividad. Con ello, se pueden adelantar operativos militares
contra las guerrillas usando recursos del Plan Colombia. Se supone
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la “calma chicha” en la inestabilidad institucional del Ecuador. La
salida de Venezuela de la CAN y su afiliación al Mercosur son un
corolario destacado de esta situación. 

La estrecha relación del presidente Uribe con Estados Unidos se
debilitó a la par con estos acontecimientos. El TLC entre Colombia
y Estados Unidos está empantanado, sin que Uribe hubiese previs-
to una posible alternativa. Las deferencias de Uribe con Cuba por
su mediación en los problemas con Venezuela y en las conversacio-
nes con el ELN, y su respuesta positiva ante el cambio de la actitud
beligerante de Chávez no han sido del gusto de los sectores oficia-
les estadounidenses. El errático manejo de la llamada política de
paz con los paramilitares por parte del gobierno de Uribe y el freno
a la extradición hacia Estados Unidos de sus altos jefes han preve-
nido también al gobierno de este país. Y a todo esto se le suman las
dificultades del Plan Patriota en el sometimiento de las Farc y el
fracaso de la política antidrogas del Plan Colombia, que ha puesto
en entredicho la renovación de su financiación.

De esta manera, Colombia ya no es vista como la cabeza de
puente de Estados Unidos en la región, lo que ha permitido, por
ejemplo, una mayor libertad de Ecuador para hablarle con firmeza
ante los conflictos en sus fronteras. Incluso, el gobierno ecuatoria-
no ha aprovechado la situación para cuestionar el manejo de la ba-
se de Manta como parte de la política regional estadounidense fren-
te a las drogas. A excepción de Ecuador, el conflicto colombiano ya
no despierta tantas prevenciones entre los demás vecinos, que espe-
ran que el segundo período de Uribe se incline hacia una política de
paz, en desmedro del tono guerrerista de su primer mandato. No
obstante, estas percepciones no necesariamente concuerdan con lo
que ocurre o pueda ocurrir en el inmediato futuro, en especial por
los efectos colaterales del conflicto en las vecindades, como son la
sostenibilidad de las redes trasnacionales de narcotraficantes, el uso
de las zonas de frontera como retaguardia de las Farc, el desplaza-
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a la del norte, se desarrolló el Plan Colombia y aumentó la pobla-
ción desplazada de colombianos. Con respecto a Perú, dadas las ca-
racterísticas marginales de la frontera, han sido pocos los proble-
mas de violencia. Con Bolivia no hay problemas al respecto, ya que
es el país más lejano en su relación con el conflicto armado colom-
biano y el único que no ha tenido problemas de violencia vincula-
dos con este conflicto. Panamá, que de alguna manera afecta a la re-
gión, ha tenido acciones de violencia, pues su frontera selvática y
marítima es estratégica en términos logísticos para las organizacio-
nes armadas ilegales de Colombia. La frontera con Brasil, país cla-
ve para la seguridad regional, ha sido objeto de cierta violencia, una
vez que las Farc se vincularon a las mafias brasileñas del narcotrá-
fico, lo que obligó a este país a reforzar su frontera. Ante este pa-
norama fronterizo en la región, Colombia ha buscado articular po-
líticas binacionales de seguridad con los países vecinos, pero con
poco éxito práctico.

Dentro de este contexto, en los últimos años se han producido
cambios políticos importantes en la región, que han alterado el im-
pacto y las percepciones del conflicto colombiano en esta área. El
desprestigio internacional del gobierno de Bush, por su caótica po-
lítica exterior, permitió al presidente Chávez alzar la voz en su con-
tra, a medida que los precios del petróleo se incrementaron y alcan-
zaron niveles sostenidos poco imaginados hace menos de una déca-
da. La gran pretensión política de liderazgo regional de Chávez dis-
minuyó, pero sostuvo su alianza con Cuba y proyectó sus relacio-
nes hacia el oriente, una vez que se elevaron los precios del petró-
leo y se enredó el conflicto del Medio Oriente con la injerencia es-
tadounidense. La merma política relativa de Chávez en la región y
su adopción de una visión más acorde con la realkpolitik -segura-
mente por la influencia de Fidel Castro- tuvo que ver también con
el debilitamiento de la política exterior del presidente Lula en Su-
ramérica, el éxito en la reelección del presidente Uribe, el triunfo
político de Alan García, la debilidad del presidente Evo Morales y
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La posición del Ecuador frente al conflicto
armado colombiano 2000-2005

Hernán Moreano Urigüen

Introducción

El presente trabajo hará una breve descripción de los efectos del
Plan Colombia en la frontera norte desde su ejecución en agosto del
2000 hasta el 2005. No se dejará de lado la situación social y eco-
nómica de las provincias y departamentos de frontera.  También se
tomará en cuenta a las Políticas de Seguridad y Defensa y del Plan
de Política Exterior sobre las acciones del Estado en la frontera nor-
te. Con estos datos se responderá la pregunta si tanto los Estados
ecuatoriano como colombiano poseen políticas que determinen su
presencia a nivel de fronteras.  

El Ecuador ha tomado una actitud de reforzar su frontera a nivel
militar con 8.000 hombres,1 y con ejecutar proyectos de ayuda
social en las zonas más marginadas y vulnerables de las provincias
de Esmeraldas, Carchi y Sucumbíos. El país en la actualidad cuen-
ta con una política de seguridad y defensa que ha sido actualizada
en agosto del 2006; y a la vez con una política exterior, las cuales
enfatizan en el desarrollo social y económico de las fronteras con
Colombia y Perú, y el no involucramiento en el conflicto interno
colombiano.  Desde la vigencia del plan Colombia en agosto del
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miento de colombianos, el incremento de cultivos de coca, el lava-
do de dinero y los inevitables conflictos fronterizos en tanto el con-
flicto armado no tienda a desaparecer. Dentro de este panorama am-
bivalente, las mutuas prevenciones dificultan los necesarios acuer-
dos bilaterales entre Colombia y sus vecinos para desarrollar polí-
ticas binacionales para controlar estos y otros efectos negativos del
conflicto armado interno. 
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1. Hasta 14 millones de dólares al mes gasta Ecuador en el cuidado de la frontera norte, por
la movilización y mantenimiento de sus tropas, a propósito del conflicto interno que afecta a
Colombia. “ese presupuesto bien podría invertirse en proyectos de desarrollo comunitario en
la región, asolada por la pobreza”. Entrevista a diputado Julio Gonzáles, presidente de la Co-
misión de Asuntos Amazónicos y Fronterizos del Congreso Nacional, el 6 de julio de 2005
en Quito.




